
32 Jueves 12 enero 2006 BOE núm. 10 Suplemento

dad jurídica del condenado sobre la inmutabilidad de la 
Sentencia en su perjuicio si no media recurso de parte 
contraria, estando vedada la agravación de oficio «aun-
que fuera absolutamente evidente su procedencia legal», 
pues las garantías constitucionales deben prevalecer 
sobre el principio de estricta sumisión del Juez a la ley, 
incluso «para corregir de oficio en la alzada errores evi-
dentes en la aplicación hecha de la misma en la instancia» 
(SSTC 153/1990, de 15 de octubre, FJ 5; 70/1999, de 26 de 
abril, FJ 8; 28/2003, de 10 de febrero, FJ 5).

Y de forma expresa y reiterada hemos aplicado la 
anterior doctrina a la fase de apelación dimanante, como 
en este supuesto, de un previo juicio de faltas (SSTC 
115/1986, de 6 de octubre, FJ 2; 116/1988, de 20 de junio, 
FJ 2; 202/1988, de 31 de octubre, FJ 3; 182/1991, de 30 de 
septiembre, FJ 4; 56/1992, de 8 de abril, FJ 2; y 16/2000,
de 16 de enero, FJ 5, entre otras).

3. En el presente caso, como se expuso en los ante-
cedentes, el demandante de amparo había sido conde-
nado en primera instancia como autor de una única falta 
de lesiones del art. 617.1 CP a una pena de multa de dos 
meses con cuota diaria de 3 euros, así como al pago 
de 18.629 euros de indemnización, siendo absuelto res-
pecto al resto de la acusación. Contra la Sentencia de 
instancia interpuso recurso de apelación exclusivamente 
el condenado, sin que ni el Ministerio Fiscal, ni la acusa-
ción particular se adhirieran a la apelación, limitándose la 
acusación particular a impugnar el recurso y solicitar
la confirmación de la resolución recurrida. Pese a lo cual, la 
Audiencia Provincial, al considerar incorrecta la califica-
ción de los hechos realizada por el órgano de instancia, la 
modifica en perjuicio del recurrente, que resulta conde-
nado en apelación como autor de dos faltas de los 
arts. 617.1 y 621.3 CP, en concurso medial, al doble de la 
pena inicialmente impuesta. Una actuación que, a la vista 
de nuestra jurisprudencia, constituye un claro supuesto 
de reforma peyorativa constitucionalmente relevante y 
vulneradora del derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE), puesto que el condenado y único apelante, 
sin mediación de pretensión impugnatoria de la parte 
acusadora sobre la resolución judicial recurrida, vio agra-
vada su condena por una actuación de oficio del Tribunal 
ante el que había apelado, corrigiendo, por estimarla 
errónea, la calificación jurídica del Juez a quo, lo que nos 
conduce a la estimación del amparo por este motivo y a 
la anulación de la citada resolución de la Audiencia Pro-
vincial.

4. La anterior conclusión nos exime de examinar la 
relevancia constitucional de los restantes déficits de moti-
vación o incongruencias denunciados en relación con la 
condena por la segunda falta impuesta por la Audiencia 
Provincial, así como de la denunciada vulneración del 
derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE) –que 
se circunscribe en la demanda de amparo a la segunda de 
las faltas, sin que pueda este Tribunal, como pretende el 
Ministerio Fiscal, reconstruir la demanda refiriendo la vul-
neración a la primera de las faltas–, pues a la vista de la 
prohibición constitucional de proceder a dicha condena 
por el Tribunal de apelación al no haber mediado preten-
sión impugnatoria de la parte acusadora, resulta irrele-
vante si estaba o no fundada en pruebas de cargo y debi-
damente motivada, pues en ningún caso pudo ser 
impuesta.

Y en este punto ha de detenerse nuestro enjuicia-
miento, pues en virtud del carácter subsidiario del recurso 
de amparo no procede en este momento realizar ningún 
pronunciamiento en relación con la imposición de la res-
ponsabilidad civil por la Sentencia de instancia, sino 
declarar la nulidad de la Sentencia de la Audiencia Provin-
cial y retrotraer las actuaciones al momento procesal 
inmediatamente anterior al pronunciamiento de la misma, 

para que este órgano judicial dicte una nueva sentencia, 
en la que con respeto al derecho fundamental vulnerado, 
se resuelvan las pretensiones formuladas en la apelación 
(en el mismo sentido, SSTC 115/1986, de 6 de octubre, 
FJ 4; 17/2000, de 31 de enero; 28/2003, de 10 de febrero).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por don 
Joaquín Bautista Jurado y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
sin indefensión (art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección 
Segunda de la Audiencia Provincial de Córdoba de 26 de 
junio de 2002, recaída en el recurso de apelación 
núm. 88-2002.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento procesal 
inmediatamente anterior al de dictarse dicha Sentencia, 
para que por la Sala se pronuncie nueva resolución que 
decida el recurso de apelación respetando las exigencias 
del derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de diciembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 393 Sala Primera. Sentencia 311/2005, de 12 de 
diciembre de 2005. Recurso de amparo 
4556-2002. Interpuesto por Urbanlex Consul-
ting, S.L., frente a la Sentencia y el Auto de un 
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de 
Barcelona que desestimaron su demanda con-
tra el Ayuntamiento de Sant Boi de Llogregat 
sobre derribo parcial de obra.

Vulneración parcial del derecho a la tutela judi-
cial efectiva: sentencia que no incurre en incon-
gruencia al desestimar la alegación de pres-
cripción de la infracción urbanística, pero sí 
falta de motivación, pues se limita a referencias 
legales y jurisprudenciales (STC 149/2005).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4556-2002, interpuesto 
por Urbanlex Consulting, S.L., representada por la Procu-
radora de los Tribunales doña María del Mar Rodríguez Gil 
y asistida por el Letrado don David Arias Lozano, contra el 
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Auto del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 1 de Barcelona de 21 de junio de 2002 recaído en el 
incidente de nulidad de actuaciones instado contra la 
Sentencia de 29 de abril de 2002, que desestima el recurso 
contencioso-administrativo núm. 319-2001. Han interve-
nido el Excmo. Ayuntamiento de Sant Boi de Llobregat, 
representado y defendido por la Letrada municipal doña 
Josefa Chavero Pozo, y el Ministerio Fiscal. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 22 
de julio de 2002, la Procuradora de los Tribunales doña 
María del Mar Rodríguez Gil formuló, en nombre y repre-
sentación de Urbanlex Consulting, S.L., demanda de 
amparo contra el Auto reseñado en el encabezamiento de 
la presente Sentencia.

2. Los hechos de los que trae causa el presente 
recurso de amparo son, sucintamente expuestos, los 
siguientes:

a) La demandante de amparo interpuso recurso con-
tencioso-administrativo contra la orden de derribo parcial 
acordada por el Ayuntamiento de Sant Boi del Llobregat 
el 9 de julio de 2001; en dicho recurso alegaba –además 
de otras cuestiones ajenas al objeto del presente recurso 
de amparo– que había prescrito la acción del Ayunta-
miento –pues la licencia se había concedido simplemente 
para colocar una cubierta sobre una construcción efec-
tuada en 1975, y la licencia era de 7 de noviembre 
de 1997– y que el acto administrativo incurría en desvia-
ción de poder. El Ayuntamiento demandado se opuso al 
recurso, negando la prescripción de la acción ejercitada 
por infracción urbanística.

b) El Juzgado dictó Sentencia desestimatoria el 20 
de abril de 2002; en ella, y con relación a la alegada pres-
cripción de la acción ejercitada por el Ayuntamiento, 
declaró en su fundamento jurídico cuarto, párrafo 
segundo, que «En base al artículo 254 del Decreto Legisla-
tivo 1/1990, de 12 de julio, por el que se aprueba el Texto 
refundido de las disposiciones vigentes en Cataluña en 
materia urbanística, el plazo de prescripción de la acción 
para el restablecimiento de la legalidad urbanística infrin-
gida es de cuatro años, y a tal efecto, el artículo 32.3 del 
Reglamento de Disciplina Urbanística dispone que ‘‘se 
tomará a todos los efectos como fecha de terminación la 
que resulte de cualquier comprobación de esta situación 
por parte de la Administración municipal’’. En esta línea se 
pronuncia, entre otras, la reciente STS de la Sala 3.ª, 
Secc. 5.ª, de 31-01-2001».

c) La recurrente en amparo promovió contra dicha 
Sentencia incidente de nulidad de actuaciones del 
art. 240.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), 
por entender que la Sentencia incurrió en incongruencia, 
por no resolver expresamente sobre la prescripción ale-
gada.

d) Dicho incidente fue desestimado por Auto de 21 
de junio de 2002, que declara: «En reiterada doctrina juris-
prudencial ha establecido el Tribunal Supremo que el 
principio de congruencia exige que el debate procesal 
quede limitado dentro de las pretensiones de las partes y 
a este ámbito ha de atenerse el órgano jurisdiccional al 
decidir la cuestión planteada, ya que en otro caso existiría 
incongruencia si el juzgador se apartara de los límites de 
las pretensiones formuladas por las partes y de las alega-
ciones deducidas para fundar sus escritos de demanda y 
contestación, lo cual no significa que el órgano jurisdic-
cional haya de someterse a los razonamientos jurídicos 
de los litigantes (principio iura novit curia) y, por tanto, 
puede basar sus decisiones en otros razonamientos jurí-
dicos sin que ello suponga vicio de incongruencia … En el 

presente caso la sentencia recaída respeta los principios 
antes enunciados de manera correcta, al decidir sobre las 
pretensiones de las partes en base a la fundamentación 
razonada que estudia los motivos de la demanda y con-
testación y las pruebas practicadas en relación con la 
normativa y jurisprudencia aplicable».

3. En la demanda de amparo se sostiene que las 
referidas resoluciones judiciales han vulnerado el dere-
cho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
solicitando que este Tribunal declare su nulidad y retro-
traiga las actuaciones al momento procesal oportuno 
para que se dicte una nueva sentencia conforme con el 
derecho fundamental lesionado.

En lo que atañe a la Sentencia del Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. 1 de Barcelona de 29 de 
abril de 2002, se habría producido una incongruencia 
omisiva al dejar imprejuzgada la pretensión relativa a la 
eventual prescripción de la infracción urbanística. Se hace 
notar que esta cuestión fue planteada oportunamente 
ante el citado órgano judicial y ha sido objeto de debate 
procesal. Se afirma, después, que en la Sentencia se 
elude el examen de tal cuestión (que habría exigido deter-
minar cuál es el dies a quo y el dies ad quem) y de las 
posibles causas interruptivas que pudieran haber concu-
rrido. Tal omisión ha situado a la recurrente en una situa-
ción de indefensión material insalvable, puesto que ha 
provocado que la obra deba ser demolida.

En lo relativo al Auto del Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo núm. 1 de Barcelona de 21 de junio 
de 2002, se denuncia que constituye «una respuesta este-
reotipada y formalmente motivada», que deja, una vez 
más, incontestada la cuestión de la eventual prescripción 
de la infracción urbanística. Entiende que la respuesta 
dada por el órgano judicial es voluntarista y que resuelve 
sin fundamento jurídico alguno, por lo que procede la 
estimación del amparo solicitado (en aplicación de la doc-
trina vertida en la SSTC 160/1997, de 2 de octubre, FJ 7, 
y 10/2000, de 17 de enero, FJ 2).

4. El 24 de enero de 2003 tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el escrito de Urbanlex Consul-
ting, S.L., en el que se aporta el Decreto AP6020881 del 
Ayuntamiento de Sant Boi de Llobregat, dictado el 12 de 
diciembre de 2002 y notificado el 21 de enero de 2003, en 
el que se insta a la demolición de la obra, solicitando la 
agilización de la tramitación del presente recurso de 
amparo y que se resuelva a la mayor brevedad posible la 
solicitud de suspensión de la ejecución de la Sentencia en 
su día impugnada. Idéntica pretensión se contiene en el 
nuevo escrito del 14 de marzo de 2003, que da cuenta del 
Acuerdo adoptado por la Comisión de Gobierno del Ayun-
tamiento de Sant Boi de Llobregat el 24 de febrero, por el 
que se aprueba la ejecución subsidiaria de las obras insta-
das en el Decreto anteriormente citado. Mediante nuevo 
escrito, registrado en este Tribunal el 18 de marzo de 2003, 
Urbanlex Consulting, S.L., da cuenta de que la ejecución 
subsidiaria tendría lugar el posterior día 20 de marzo, por 
lo que insiste en las pretensiones contenidas en sus escri-
tos anteriores.

5. Por providencia de 10 de abril de 2003 la Sección 
Primera de este Tribunal decide, al amparo de lo previsto 
en el art. 50.3 LOTC, conceder al demandante de amparo 
y al Ministerio Fiscal un plazo común de diez días para 
que formulen, con las aportaciones documentales que 
procedan, las alegaciones que estimen pertinentes en 
relación con la carencia manifiesta de contenido constitu-
cional de la demanda [art. 50.1 c) LOTC].

El 25 de abril de 2003 tiene entrada en el Registro 
General de este Tribunal el escrito de alegaciones de 
Urbanlex Consulting, S.L., en el que, tras reiterar la funda-
mentación contenida en la demanda en su día presen-
tada, se considera que no hay causa alguna que ampare 
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su inadmisión, puesto que se cumplen todos los requisi-
tos previstos en la LOTC (aludiendo, en particular, a los 
contenidos en los arts. 41.2 y 44.1), lo que excluye la apli-
cación del art. 50.1 del mismo cuerpo normativo. La recu-
rrente aprovecha la ocasión para instar, nuevamente, que 
se acuerde la admisión de la demanda a trámite y la sus-
pensión de la ejecución de la Sentencia del Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 1 de Barcelona de 29 
de abril de 2002.

El Fiscal interesa, en su escrito de alegaciones presen-
tado el posterior 5 de mayo, que se acuerde la admisión a 
trámite de la presente demanda de amparo.

El Fiscal considera que la queja referida a la falta de 
motivación del Auto del Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo núm. 1 de Barcelona de 21 de junio 
de 2002, denegatorio del incidente de nulidad de actua-
ciones interpuesto, carece manifiestamente de contenido 
constitucional. Dicha resolución judicial, considerada ais-
ladamente, aparece, a juicio del Fiscal, como suficiente-
mente razonada y fundada en Derecho. Por lo demás, el 
citado Auto cumple la función de agotar la vía judicial 
previa, y en consecuencia, la eventual lesión de incon-
gruencia, que también se le imputa, sería atribuible a la 
Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 1 de Barcelona de 29 de abril de 2002, que ha sido 
considerada incongruente por la recurrente. Examinada 
esta queja, el Fiscal considera que no se ha producido la 
denunciada incongruencia (ya que el órgano judicial exa-
mina si ha concurrido la alegada prescripción de la infrac-
ción urbanística y descarta tal posibilidad), pero sí una 
carencia, una falta de motivación suficiente: «en efecto, el 
Juzgado recuerda que el plazo de prescripción es de cua-
tro años, y se limita a transcribir el art. 32.3 del Regla-
mento de Disciplina Urbanística, pero en ningún caso 
determina la fecha en que se debía entender iniciado el 
plazo de prescripción, si ésta se interrumpió por alguna 
causa, o venció, y, en este último caso, en qué fecha, 
datos todos ellos utilizados, en uno u otro sentido, por 
ambas partes procesales pero no acogidos expresamente 
en la Sentencia, y determinantes de la resolución de esta 
pretensión –que no puede circunscribirse al petitum, sino 
que abarca también la causa petendi: de hecho, la lectura 
del fundamento jurídico cuarto, sin su integración con 
aquellos datos fácticos –lo que, por otra parte, está 
vedado al Tribunal Constitucional, de acuerdo con cons-
tante jurisprudencia del mismo– que constan en el pro-
ceso judicial, muestra que la Sentencia recurrida no 
expresa aquéllos ni las razones jurídicas que llevan al juz-
gado a rechazar la prescripción alegada, que es una pre-
tensión autónoma y, en consecuencia, debió ser objeto de 
una respuesta razonada independiente».

El Fiscal estima que del hecho de que la vulneración 
del derecho a la tutela judicial efectiva tenga su origen en 
una fundamentación insuficiente y no, como sostiene la 
recurrente, en la existencia de una incongruencia omi-
siva, no se puede derivar la improcedencia de que aquélla 
reaccionara promoviendo un incidente de nulidad de 
actuaciones, lo que permitiría acordar la inadmisión de la 
presente demanda de amparo, por considerarla extempo-
ránea. El Fiscal hace notar que ni el Tribunal ha puesto de 
manifiesto tal óbice procesal en su providencia de 10 de 
abril de 2003 ni la misma podría ser, en todo caso, aco-
gida, dado que el Juzgado de lo Contencioso-Administra-
tivo núm. 1 de Barcelona tramitó y resolvió el fondo de 
dicho incidente, por lo que no sería procedente, «ahora, 
tras una calificación distinta de la lesión del derecho a la 
tutela judicial efectiva, calificar de manifiestamente 
improcedente aquel incidente».

6. Por providencia de 23 de junio de 2003 la Sección 
Primera acuerda admitir a trámite el presente recurso de 
amparo y, conforme a lo dispuesto en el art. 51 LOTC, 
requerir al Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 

núm. 1 de Barcelona y al Ayuntamiento de Sant Boi de 
Llobregat para que en el plazo de diez días remitan res-
pectivamente testimonio del recurso núm. 319-2001 y del 
expediente de disciplina urbanística núm. X136-2001-013, 
interesándose al propio tiempo que se emplace a quienes 
fueron parte en el mencionado procedimiento, con excep-
ción de la sociedad recurrente de amparo, para que en el 
plazo de diez días puedan comparecer en este proceso 
constitucional. Dichas actuaciones fueron recibidas en 
este Tribunal los días 31 y 22 de julio de 2003, respectiva-
mente. Por diligencia de ordenación de la Sección Primera 
de este Tribunal de 24 de julio de 2003 se tiene por perso-
nado en el presente proceso constitucional al Ayunta-
miento de Sant Boi de Llobregat, siendo representado y 
defendido por la Letrada municipal doña Josefa Chavero 
Pozo.

7. En la misma fecha, la Sección Primera acordó for-
mar la oportuna pieza para la tramitación del incidente de 
suspensión, confiriendo un plazo de tres días a la parte 
recurrente y al Ministerio Fiscal para que se pronunciaran 
sobre la pertinencia de dicha suspensión. Oídas las par-
tes, la Sala Primera del Tribunal Constitucional acordó, 
por ATC 263/2003, de 15 de julio, suspender el Auto de 21 
de junio de 2002 y la Sentencia de 29 de abril de 1992, 
dictados por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 1 de Barcelona en el recurso contencioso-adminis-
trativo 319-2001 y, en particular, la orden de demolición 
de 9 de junio de 2001 del Ayuntamiento de Sant Boi de 
Llobregat, decisión que debería asegurarse mediante la 
presentación de una adecuada caución a fijar por el Juz-
gado. El Ayuntamiento de Sant Boi de Llobregat impugnó 
dicho Auto en súplica, mediante escrito de 22 de julio 
de 2003, siendo desestimado ese recurso a través del 
ulterior Auto 321/2003, de 13 de octubre.

8. La Secretaría de Justicia de la Sala Primera acordó, 
mediante diligencia de ordenación de 15 de septiembre 
de 2003, dar vista de las actuaciones recibidas a las partes 
personadas y al Ministerio Fiscal por un plazo común de 
veinte días para que pudieran presentar las alegaciones 
que estimaran pertinentes.

El Fiscal interesó, en el escrito de alegaciones regis-
trado en este Tribunal el 25 de septiembre de 2003, que 
este Tribunal dicte sentencia estimatoria, anule la Senten-
cia recurrida y se retrotraigan las actuaciones al momento 
inmediatamente anterior a dictar sentencia, para que el 
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de 
Barcelona dicte otra respetuosa con el derecho funda-
mental a la tutela judicial efectiva, con base en las mis-
mas consideraciones ya realizadas con ocasión de la 
apertura del trámite previsto en el art. 50.3 LOTC. Reitera, 
a mayor abundamiento, que la Sentencia recurrida no 
expresa los datos fácticos ni las razones jurídicas que 
llevan al Juzgado a rechazar la prescripción alegada, que 
es una pretensión autónoma y, en consecuencia, debió 
ser objeto de una respuesta razonada e independiente, 
de modo que la dada por el Juzgado resulta una simple 
afirmación apodíctica, no razonada y fundada y, en con-
secuencia, lesiva del derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva.

El 10 de octubre siguiente tuvo entrada en este Tribu-
nal el escrito de alegaciones de Urbanlex Consulting, S.L., 
en el que se reiteran los argumentos contenidos en sus 
escritos anteriores, que, a su juicio, deben conducir a la 
estimación del amparo y a la anulación de las resolucio-
nes judiciales impugnadas.

El Ayuntamiento de Sant Boi de Llobregat presentó su 
escrito de alegaciones el posterior 17 de octubre, pidiendo 
que se deniegue el amparo en su día solicitado y se con-
firme que las resoluciones judiciales impugnadas se ajus-
tan plenamente a Derecho. La corporación municipal 
sostiene que la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-
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Administrativo núm. 1 de Barcelona de 29 de abril de 2002 
no es incongruente, puesto que da respuesta al suplico 
del recurso en su día interpuesto, referido a la nulidad de 
la resolución administrativa, confirmando su validez. Este 
dato se ve avalado por el propio Auto de 21 de junio 
de 2002, que señala que la Sentencia es congruente.
Lo que la sociedad recurrente está planteando, realmente, 
es que no se haya conferido el realce que considera opor-
tuno a una determinada alegación –que no pretensión, 
ATC 24/2001–, y el Tribunal Constitucional ha señalado 
reiteradamente que no es preciso que el órgano judicial 
responda, de forma explícita y pormenorizada a cada una 
de aquéllas (STC 135/2002, de 3 de junio, y AATC 105/2002, 
de 17 de julio). La lectura del recurso contencioso-admi-
nistrativo presentado por la sociedad recurrente de 
amparo, y de su escrito de conclusiones en aquel pro-
ceso, revelan que no hay pretensión alguna referida a la 
prescripción de la infracción urbanística, sino que se 
hacen afirmaciones periféricas en esta materia. Por otra 
parte, la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 1 de Barcelona de 29 de abril de 2002 ha 
valorado la posible existencia o no de prescripción, 
negando su concurrencia, con una relevancia similar con 
la que fue planteada por la recurrente. Concluye, pues, el 
Ayuntamiento de Sant Boi de Llobregat considerando que 
no se ha producido indefensión alguna para Urbanlex 
Consulting, S.L. durante la tramitación del proceso con-
tencioso-administrativo.

9. Por providencia de 17 de noviembre de 2005 se 
acordó señalar para deliberación y votación de la presente 
Sentencia el día 21 de noviembre de 2005 en el que se inició 
el trámite, que ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo tiene por objeto la impugna-
ción de la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 1 de Barcelona de 29 de abril de 2002,
que desestima el recurso contencioso-administrativo 
núm. 319-2001, así como del Auto de 21 de junio de 2002 
recaído en el incidente de nulidad de actuaciones promo-
vido contra aquélla.

La sociedad recurrente considera que el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 1 de Barcelona no se 
pronuncia, en la mencionada Sentencia, sobre una de las 
pretensiones que había formulado en su recurso, atinente 
a la eventual prescripción de la infracción urbanística que 
le había sido impuesta, por lo que incurre en incongruen-
cia omisiva. Tal vicio no fue reparado en el posterior Auto 
de 21 de junio de 2002, dictado por el mismo órgano judi-
cial, que, mediante una respuesta estereotipada y formal-
mente motivada, deja una vez más incontestada la alega-
ción de prescripción formulada por la recurrente. De esta 
forma se denuncia que las resoluciones judiciales impug-
nadas han vulnerado su derecho a la tutela judicial efec-
tiva sin indefensión (art. 24.1 CE).

El Fiscal interesa la estimación del recurso de amparo 
por vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, 
señalando que, en realidad, la citada Sentencia no ha 
incurrido en la incongruencia omisiva que denuncia la 
recurrente, sino en una insuficiencia de motivación, ya 
que no indica ni cuál es la fecha en que se debe entender 
iniciado el plazo de prescripción ni si éste se ha visto inte-
rrumpido por alguna causa o ha vencido, por lo que la 
respuesta dada por el Juzgado para rechazar la prescrip-
ción alegada por la recurrente no puede considerarse 
como una respuesta razonada y fundada en Derecho. En 
cuanto al Auto que resuelve el incidente de nulidad consi-
dera el Ministerio Fiscal que, por una parte, aparece como 
suficientemente fundado y razonado, por lo que la falta de 
motivación que denuncia la recurrente en cuanto al 
mismo debe ser rechazada; y, por otra, dicho Auto única-

mente cumple la función de agotar la vía judicial previa, 
por lo que, en consecuencia, cualquier eventual lesión 
sería atribuible, en primer término, a la Sentencia.

2. Concretado así el objeto del presente recurso de 
amparo, debemos comenzar precisando que la queja 
autónoma que se dirige contra el Auto que desestima el 
incidente de nulidad de actuaciones ha de ser rechazada, 
pues su examen evidencia que no ha incurrido en la falta 
de motivación que le reprocha la recurrente, toda vez que 
ha dado respuesta razonada y fundada en Derecho a la 
pretensión de nulidad de la Sentencia formulada por 
aquélla.

En efecto, en el Auto en cuestión el Juzgado, tras refe-
rirse a los arts. 33.1 y 56.1 de la Ley de la jurisdicción 
contencioso-administrativa (LJCA), así como a la juris-
prudencia relativa al principio de congruencia, rechaza 
expresamente que la Sentencia impugnada haya incu-
rrido en la incongruencia omisiva que se denuncia, argu-
mentando que la Sentencia no se aparta de los límites de 
las pretensiones formuladas por las partes y de las alega-
ciones deducidas para fundar sus escritos de demanda y 
contestación, sino que ha decidido sobre dichas preten-
siones en base a la fundamentación razonada que estu-
dia los motivos de la demanda y contestación y las prue-
bas practicadas en relación con la normativa y 
jurisprudencia aplicable. De este modo, el Auto conside-
rado satisface las exigencias constitucionales del deber 
de motivación de las resoluciones judiciales, pues su 
razonamiento permite conocer las razones o criterios 
jurídicos que fundamentan la decisión de rechazar el inci-
dente de nulidad promovido por la recurrente, esto es, 
que el Juzgado considera que no existe incongruencia en 
la Sentencia impugnada.

En definitiva, como señala acertadamente el Ministe-
rio Fiscal, el Auto que desestima el incidente de nulidad 
no incurre en el defecto de motivación que se aduce en la 
demanda de amparo y únicamente cumple la finalidad de 
agotar correctamente la vía judicial, de conformidad con 
lo dispuesto en el art. 44.1 a) LOTC, toda vez que si la recu-
rrente entendía que la Sentencia incurrió en la incon-
gruencia omisiva denunciada en amparo, resultaba nece-
sario que acudiera previamente al incidente de nulidad a 
la sazón regulado en el art. 240.3 LOPJ (actualmente en el 
art. 241.1 LOPJ), para intentar que fuese reparada la lesión 
de su derecho a la tutela judicial efectiva (entre otras 
muchas, SSTC 211/1999, de 29 de noviembre, FJ 2; 
284/2000, de 27 de noviembre, FJ 2; 105/2001, de 23 de 
abril, FJ 3; 228/2001, de 26 de noviembre, FJ 3; y 85/2002, 
de 22 de abril, FJ 3).

3. Entrando en el examen de la queja que se dirige 
por la recurrente contra la Sentencia impugnada, es obli-
gado convenir de nuevo con el Ministerio Fiscal en que 
debe descartarse que incurra en el vicio de incongruencia 
omisiva, pues la lectura de la Sentencia evidencia que el 
Juzgado no dejó sin resolver la alegación de prescripción 
planteada por la demandante.

Es oportuno recordar que la sociedad recurrente alegó 
que la infracción administrativa había prescrito antes de 
que se le impusiera la sanción en el año 2001, ya que 
habrían transcurrido más cuatro años desde que la amplia-
ción de los despachos hubiera sido realizada. El Ayunta-
miento de Sant Boi de Llobregat defendió, por el contrario, 
que la obra se había producido con ocasión de la licencia 
concedida el 7 de noviembre de 1997, que únicamente per-
mitía la instalación de una marquesina y no la construc-
ción de las oficinas de un bufete de abogados.

Lo cierto es que el Juzgado de lo Contencioso-Admi-
nistrativo núm. 1 de Barcelona, tras referirse a dicha ale-
gación y a la normativa aplicable, sin expresar nada más 
sobre la prescripción debatida (FD 4 de la Sentencia de 29 
de abril de 2002), considera que la prescripción no se ha 



36 Jueves 12 enero 2006 BOE núm. 10 Suplemento

producido, en cuanto que más adelante señala que 
«decaen todos los pedimentos de la demanda» (FD 6 in 
fine de esa Sentencia). Hemos de entender, pues, que se 
ha dado una respuesta judicial al alegato referido a la 
prescripción, para rechazarlo, lo que excluye que se haya 
producido una incongruencia omisiva en la Sentencia 
impugnada en amparo. Este Tribunal tiene reiterada-
mente señalado que existe incongruencia omisiva o ex 
silentio con relevancia constitucional cuando, por dejar 
imprejuzgada la pretensión oportunamente planteada, el 
órgano judicial no tutela los derechos e intereses legíti-
mos sometidos a su jurisdicción, provocando así una 
denegación de justicia, denegación que se comprueba 
examinando si existe un desajuste externo entre el fallo 
judicial y las pretensiones de las partes, sin que quepa la 
verificación de la lógica de los argumentos empleados 
por el Juzgador para fundamentar su fallo (por todas, 
SSTC 118/1989, de 3 de julio; FJ 3; 82/2001, de 26 de 
marzo, FJ 4; y 8/2004, de 9 de febrero, FJ 4). Constatado 
en el presente caso que no existe desajuste entre el fallo 
de la Sentencia impugnada en amparo y las pretensiones 
deducidas por las partes en el proceso, ha de concluirse 
que no existe el vicio de incongruencia omisiva que se 
denuncia por la recurrente.

4. La precedente conclusión no es óbice, sin embargo, 
para que, como postula el Ministerio Fiscal en su escrito de 
alegaciones, podamos examinar la queja de la recurrente 
desde la perspectiva de la exigencia constitucional de moti-
vación de las Sentencias, que también forma parte del con-
tenido garantizado por el derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE). Este posible cambio de encua-
dramiento constitucional de las alegaciones del deman-
dante de amparo se corresponde con el criterio de flexibili-
dad en la tutela de los derechos fundamentales, como se 
recuerda en reiterada doctrina de este Tribunal (por todas, 
SSTC 59/1987, de 19 de mayo, FJ 1; 161/1988, de 20 de sep-
tiembre, FJ 6; 262/1988, de 22 de diciembre, FJ 3; 184/1992, 
de 16 de noviembre, FJ 2; 99/2000, de 10 de abril, FJ 6; y 
154/2001, de 2 de julio, FJ 2).

Centrada así la cuestión planteada, debemos recordar 
una vez más que la obligación de motivar las Sentencias 
no es sólo una obligación impuesta a los órganos judicia-
les por el art. 120.3 CE, directamente relacionada con los 
principios de un Estado de Derecho (art. 1.1 CE) y con el 
carácter vinculante que para Jueces y Magistrados tiene la 
Ley, a cuyo imperio están sometidos en el ejercicio de su 
potestad jurisdiccional, de conformidad con el art. 117.1 
y 3 CE (SSTC 24/1990, de 15 de febrero, FJ 4; 35/2002, de 11 
de febrero, FJ 3; y 119/2003, de 16 de junio, FJ 3, por todas), 
sino también un derecho de los intervinientes en el pro-
ceso que forma parte del derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva proclamado por el art. 24.1 CE, que única-
mente se satisface si la resolución judicial, de modo explí-
cito o implícito, contiene los elementos de juicio suficien-
tes para que el destinatario y, eventualmente, los órganos 
jurisdiccionales encargados de revisar sus decisiones pue-
dan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que 
fundamentan la decisión. Es por lo tanto –y sobre todo– 
una garantía esencial para el justiciable mediante la cual 
es posible comprobar que la decisión judicial es conse-
cuencia de la aplicación razonada del ordenamiento jurí-
dico y no el fruto de la arbitrariedad (por todas, 
SSTC 13/1987, de 5 de febrero, FJ 3; 122/1991, de 3 de junio, 
FJ 2; 165/1993, de 18 de mayo, FJ 4; 122/1994, de 25 de 
abril, FJ 5; 5/1995, de 10 de enero, FJ 3; 115/1996, de 25
de junio, FJ 2, 79/1996, de 20 de mayo, FJ 3; 123/1997, de 1 
de julio, FJ 3; 139/2000, de 29 de mayo, FJ 4; 6/2002, de 14 de 
enero, FJ 3; y 69/2005, de 4 de abril, FJ 5).

Dicho de otro modo, el derecho a obtener una resolu-
ción fundada en Derecho, favorable o adversa, es garantía 
frente a la arbitrariedad e irrazonabilidad de los poderes 
públicos. Ello implica, en primer lugar, que la resolución 

ha de estar motivada, es decir, contener los elementos y 
razones de juicio que permitan conocer cuáles han sido 
los criterios jurídicos que fundamentan la decisión y, en 
segundo lugar, que la motivación debe contener una fun-
damentación en Derecho (entre otras muchas, SSTC 
112/1996, de 24 de junio, FJ 2; 58/1997, de 18 de marzo, 
FJ 2; 147/1999, de 4 de agosto, FJ 3; 87/2000, de 27 de 
marzo, FJ 6). Este último aspecto no incluye un pretendido 
derecho al acierto judicial en la selección, interpretación y 
aplicación de las disposiciones legales, pero sí conlleva la 
garantía de que el fundamento de la decisión sea la apli-
cación no arbitraria de las normas que se consideren 
adecuadas al caso, pues tanto si la aplicación de la legali-
dad es fruto de un error patente, como si fuere arbitraria, 
manifiestamente irrazonada o irrazonable no podría con-
siderarse fundada en Derecho, dado que la aplicación de 
la legalidad sería tan sólo una mera apariencia (SSTC 
147/1999, de 4 de agosto, FJ 3; 25/2000, de 31 de enero, 
FJ 2; 87/2000,de 27 de marzo, FJ 3; 82/2001, de 26 de 
marzo, FJ 2; 221/2001, de 31 de octubre, FJ 6; 55/2003, 
de 24 de marzo, FJ 6, por todas).

5. La aplicación de la doctrina constitucional 
expuesta al caso enjuiciado conduce a declarar que la 
Sentencia impugnada ha incurrido en un déficit de moti-
vación al rechazar la alegación sustancial de la recurrente 
sobre la prescripción de la infracción urbanística, vulne-
rando así el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE) de la demandante de amparo, como señala el Minis-
terio Fiscal.

En efecto, el soporte argumentativo de la Sentencia 
del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de 
Barcelona de 29 de abril de 2002 sobre la referida alega-
ción, que ha quedado reflejado en el antecedente 2 b) de 
la presente Sentencia, muestra cómo la motivación de la 
resolución judicial se limita a referencias legales y juris-
prudenciales, pero carece de la necesaria referencia a los 
datos fácticos que permitan a la recurrente comprender 
por qué el Juzgado adopta la decisión de rechazar su ale-
gación de prescripción.

En efecto, como bien advierte el Ministerio Fiscal, el 
Juzgado se limita a señalar (FD 4 de la Sentencia impug-
nada) que el plazo de prescripción es de cuatro años; a 
transcribir el art. 32.3 del Reglamento de disciplina urba-
nística («se tomará a todos los efectos como fecha de 
terminación la que resulte de cualquier comprobación de 
esta situación por parte de la Administración municipal»); 
y a citar una Sentencia de la Sección Quinta de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 
de 31 de enero de 2001. Pero no expresa de ningún modo 
los extremos esenciales para determinar si concurren o 
no los requisitos para apreciar o rechazar la prescripción 
alegada: no determina la fecha en que se debía entender 
iniciado el plazo de prescripción; si ésta se interrumpió 
por alguna causa, o venció; y, en este último caso, en qué 
fecha se produjo tal vencimiento. Todos estos concretos 
datos fácticos, determinantes para resolver sobre la pres-
cripción alegada por la recurrente, fueron manejados en 
el proceso, a favor de sus respectivos intereses, por 
ambas partes, pero la Sentencia impugnada en amparo 
elude cualquier referencia a los mismos.

Tal proceder, incompatible con la doctrina constitucio-
nal a la que se ha hecho referencia, lesiona el derecho 
fundamental de la recurrente a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE), pues la Sentencia impugnada no puede 
considerarse, en el extremo examinado, una resolución 
fundada en Derecho. Como señala el Ministerio Fiscal, el 
Juzgado no expresa las razones que le llevan a rechazar la 
alegación sustancial de prescripción, de modo que la res-
puesta dada en la Sentencia impugnada a dicha cuestión 
constituye una simple afirmación apodíctica, desprovista 
del necesario soporte argumental y lesiva, por ello, del 
mencionado derecho fundamental.
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Por todo ello ha de concluirse que la ausencia de moti-
vación sobre los criterios que han conducido al Juzgado a 
rechazar la prescripción alegada por la recurrente ha 
lesionado el derecho de ésta a la tutela judicial efectiva, 
cuyo restablecimiento impone la anulación de la Senten-
cia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 
de Barcelona de 29 de abril de 2002 –y asimismo del pos-
terior Auto de 21 de junio de 2002, en cuanto trae causa 
de la Sentencia que se anula–, con retroacción de las 
actuaciones al momento inmediatamente anterior a dictar 
sentencia, a fin de que dicho órgano judicial dicte una 
nueva en la que resuelva sobre tal extremo en forma debi-
damente motivada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por Urbanlex Consulting, 
S.L. y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia del Juzgado 
de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Barcelona 
de 29 de abril de 2002, dictada en el recurso contencioso-
administrativo núm. 319-2001, y del posterior Auto de 21 
de junio de 2002, recaído en el incidente de nulidad de 
actuaciones promovido contra aquélla.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento procesal 
inmediatamente anterior al de dictarse la Sentencia anu-
lada, para que el Juzgado, con plenitud de jurisdicción, 
dicte una nueva respetuosa con el derecho fundamental 
reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de diciembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 394 Sala Primera. Sentencia 312/2005, de 12 de 
diciembre de 2005. Recurso de amparo 
4823-2002. Promovido por don John James 
Zabala Sánchez frente al Auto de la Sala de lo 
Penal del Tribunal Supremo y la Sentencia de la 
Audiencia Provincial de las Palmas de Gran 
Canaria, que le condenó por un delito contra la 
salud pública.
Vulneración del derecho a la presunción de 
inocencia: condena penal fundada en declara-
ciones de un coimputado no corroboradas 
(STC 72/2001).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto Gar-
cía-Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, 
don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, 
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4823-2002, promovido 
por don John James Zabala Sánchez, representado por la 
Procuradora de los Tribunales doña Sonia López Caballero 
y asistido por la Abogada doña Rosa Mary Callero Cañada, 
contra el Auto de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, 
de 24 de mayo de 2002, que declara no haber lugar a la 
admisión del recurso de casación núm. 2088-2001, inter-
puesto contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
las Palmas de Gran Canaria, Sección Primera, de fecha 7 
de marzo de 2001, dictada en autos núm. 106-2000, que le 
condenó como autor de un delito contra la salud pública. 
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Pablo Pérez Tremps, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el día 3 de agosto de 2002, la 
Procuradora de los Tribunales doña Sonia López Caba-
llero, en nombre y representación de don John James 
Zabala Sánchez, interpuso recurso de amparo contra las 
resoluciones judiciales que se citan en el encabeza-
miento.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente 
recurso y relevantes para su resolución son, sucintamente 
expuestos, los siguientes:

a) Por Sentencia de la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Las Palmas, de 7 de marzo de 2001, se 
condenó al ahora demandante de amparo como autor de 
un delito contra la salud pública tipificado en los arts. 368 
y 374 del Código penal, referido a sustancias que causan 
grave daño a la salud, sin la concurrencia de circunstan-
cias modificativas de la responsabilidad criminal, a la 
pena de cinco años de prisión y multa de cinco millones 
de pesetas, así como al pago por mitad de las costas pro-
cesales.

Esta Sentencia contiene la siguiente relación de hechos 
probados: «Sobre las 9:10 horas del día 8 de junio de 2000, 
el acusado don Marco Tulio Acuña Ochoa, mayor de edad y 
sin antecedentes penales, acudió a la oficina de Correos de 
Puerto del Carmen [término municipal de Tías (Lanza-
rote)], a recoger un paquete procedente de Colombia que 
debía entregar al otro acusado don John James Zabala 
Sánchez, también mayor de edad y sin antecedentes 
penales, para su ulterior distribución a terceros. Intercep-
tado el paquete y analizado su contenido, éste resultó ser 
97,8 y 99,8 gramos de cocaína de una riqueza de 55,8 % y 
61,6 % en cocaína base respectivamente. El precio de 
dicha droga en el mercado es de 1.877.200 pesetas».

La prueba de cargo en la que se funda la condena del 
demandante de amparo es el testimonio del coimputado, 
respecto del cual en el fundamento jurídico tercero se 
realizan las siguientes consideraciones: «El acusado don 
Marco Tulio Acuña Ochoa relató en el juicio oral, con todo 
lujo de detalles y ratificando verosímilmente las declara-
ciones vertidas por este imputado en la fase instructora 
(en dependencias policiales y judiciales), en las que 
informó de las circunstancias en que conoció a don John 
James Zabala Sánchez, de la certeza que tenía de que su 
compatriota se estaba dedicando al tráfico de estupefa-
cientes (mediante la recepción de paquetes con droga 
procedentes de Colombia), del motivo por el cual se 
prestó a colaborar con él en la operación de envío por 
correo desde aquel país de la partida de droga que tenía 
por destinatario a este último acusado (el imperioso 
pago de una hipoteca por importe de unas doscientas mil 


